
 

 

EXPEDIENTE SAC: 10996484 - CERUTTI, LUCIA Y OTRO C/ TONUT, CRISTIAN JAVIER - ABREVIADO - OTROS -

TRAM.ORAL 

PROTOCOLO DE SENTENCIAS. NÚMERO: 188 DEL 01/11/2024  

 

SENTENCIA NUMERO: 188.  

 

Villa Carlos Paz, 01/11/2024.  

 

 

Y VISTOS: estos autos caratulados "CERUTTI, LUCIA Y OTRO C/ TONUT,

CRISTIAN JAVIER – ABREVIADO - OTROS - TRAM.ORAL- Expte. 10996484"  

en los que: 

I.- Con fecha 01/06/2022 Lucía Cerutti y Pablo Alejandro Gasparini promueven

demanda en contra de la Cristian Javier Tonut reclamando una indemnización por

daños y perjuicios por los montos y rubros que describen en su escrito inicial.

Reclaman una indemnización por la suma de Pesos ochocientos veinticinco mil

novecientos veinticinco ($ 825.925) con más intereses y costas. Solicitan la aplicación

del art. 104, inc. 5to. Ley 9459. 

Los actores sostienen que la legitimación activa de su reclamom está dada por ser

titulares de un producto con diseño de derecho de autor y por haber sufrido la

violación y reproducción ilegal del diseño de su autoría por parte del demandado. En
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tanto que, desde el punto de la legitimación pasiva, recae en Cristian Javier Tonut por

ser el titular y responsable del comercio donde se encuentra el producto. 

Solicitan que se designe un jurado de idóneos en la especialidad del diseño industrial

en virtud del procedimiento especial por jurados dispuesto por el art. 81 inc. c de la

Ley 11.723. 

Mencionan que son diseñadores industriales y que se dedican en forma independiente

a la creación y diseño de distintos productos. Relatan el proceso desde que armaron el

estudio de diseño hasta que desarrollaron una línea de sillas llamada CATETO.

Agregan que participaron en diversas exposiciones a nivel nacional e internacional. 

Narran que en el año 2018 los contactó la marca La Carnería de Rincón Nuestro, un

restaurante parrilla ubicado en Valle Escondido para vestir todo el local con sus sillas.

Luego, comenzaron relación con la marca Pizzería Popular que adoptó sus sillas como

parte del mobiliario de sus locales. 

Señalan que, en el año 2020, dicha marca comenzó un plan de expansión y apertura de

locales en distintas localidades a través de franquicias. En dicha expansión, se vendió

una de las tantas franquicias al Sr. Cristian Javier Tonut para instalar un local

gastronómico en la localidad de Villa Carlos Paz. 

Explican que la marca Pizzería Popular cuando comercializa cada una de sus

franquicias, le provee al franquiciante todos los proveedores para organizar el local

con la misma imagen y diseño que los restantes locales. 

Con el tiempo, indican que tomaron conocimiento se habían inaugurado los locales y

que sus sillas habían sido reproducidas sin autorización. 

Con fecha 13/01/2021 se constituyó el Escribano Público Guardia Pendolf en el local

de Pizzería Popular ubicado en Av. Humberto Illía 1165 de la ciudad de Villa Carlos

Paz y constató las sillas puestas a disposición del público. Hacen hincapié en que las

sillas son una reproducción idéntica de las sillas CATETO. 

Expediente SAC 10996484  -  Pág. 2 / 22  -  Nº Res. 188



Relatan que con fecha 07/01/2021 presentaron ante la Dirección Nacional de Derecho

de Autor de la República Argentina la solicitud de depósito como obra artística del

diseño de las sillas CATETO, y obtuvieron su registración. 

Explican que el registro de la obra publicada ante la Dirección Nacional de Derecho de

Autor no otorga la titularidad de la creación, sino que ella se obtiene con la creación

misma, ya que el registro no es constitutivo sino meramente declarativo. Citan

jurisprudencia al respecto. 

En función de lo expresado, reclaman el resarcimiento por el derecho moral de

paternidad de la obra. Hacen una distinción entre dicho rubro y el resarcimiento por

daño moral y resaltan que el derecho moral de paternidad se trata de un instituto

exclusivo del derecho de autor. Lo que se reclama no es la reproducción de la obra, ni

las consecuencias económicas de dicha acción, sino la infracción y desconocimiento al

derecho de paternidad de la obra que tienen los autores. 

Entienden que la lesión se configura en cuanto el demandado se adjudica la obra,

desarrollo y diseño como propia desconociendo la paternidad de los autores de dicha

obra. Citan doctrina. Cuantifican estimativamente el rubro en la suma de Pesos setenta

y seis mil setecientos veinticinco ($ 76.725).  

En concepto de daño moral reclaman la suma de Pesos trescientos cuarenta mil ($

340.000). Manifiestan que es evidente que la situación vivida a raíz de las múltiples

reproducciones de su obra artística llevada a cabo por el demandado produce un

menoscabo espiritual en la persona de los autores, produciendo un sentimiento de

bronca, aflicción, impotencia y grave afectación de la intimidad de la persona. Citan

jurisprudencia. 

Por último, en concepto de daño emergente solicitan la suma de Pesos cuatrocientos

nueve mil doscientos ($ 409.200). Señalan que han dejado de percibir el dinero por las

sillas que el demandado produjo por su cuenta. Reclaman la ganancia que dejaron de
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percibir los autores en virtud de la conducta del demandado. 

Ofrecen pruebas consistentes en documental; informativa; inspección judicial; pericial

informática; testimonial; confesional y presuncional. 

Fundan su derecho en los artículos 1717, 1741, siguientes y correlativos del CCCN; y

en los artículos 2, 52, 54 y correlativos de la Ley 11.723. 

Solicitan en definitiva se haga lugar a la demanda.  

II.- Impreso el trámite de ley, con fecha 27/12/2022 se certifica que el demandado,

Cristian Javier Tonut, no compareció ni contestó la demanda en tiempo oportuno. 

III.- Con fecha 06/03/2023 tuvo lugar la audiencia preliminar en la que se proveyó la

prueba ofrecida por la parte actora. 

Con fecha 07/10/2024 se celebra la audiencia complementaria, sin llegar a acuerdo

alguno, conforme certifica la actuaria. 

Dictado y firme el decreto de autos, queda la causa en estado de ser resuelta. 

Y CONSIDERANDO: 

I.- Los presentes obrados pasan a estudio del suscripto a los fines de resolver la

demanda promovida por Lucía Cerutti y Pablo Alejandro Gasparini en contra del señor

Cristian Javier Tonut; en la que reclaman una indemnización por la suma de Pesos

ochocientos veinticinco mil novecientos veinticinco ($ 825.925) con más intereses y

costas; con más adelanto de gastos en los términos del art. 104, inc. 5to. ley 9459. 

Corrido traslado de la demanda, el accionado no comparece a estar a derecho, ni

evacúa traslado de la demanda, no obstante estar debidamente notificado atento

constancias de autos de fs. 52. 

En primer lugar, cabe manifestar que la actitud procesal asumida por el accionado al

no comparecer, contestar la demanda ni oponer excepciones legítimas, debe ser

interpretada como un asentimiento tácito respecto de todas y cada una de las

manifestaciones vertidas por la actora en su escrito inicial. Al respecto se ha sostenido
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que “… si el demandado no contesta la demanda en el plazo establecido, a instancias

del actor se le dará por decaído el derecho dejado de usar al no evacuar el traslado, y

genera una presunción judicial en su contra que será valorada por el juez en la

sentencia juntamente con los otros elementos probatorios. Esta presunción judicial

significa que el juzgador podrá estimar el silencio del demandado como un

reconocimiento de la verdad de los hechos afirmados en demanda (Art. 192 del

C.P.C.)…” (Ferreyra de de la Rúa; González de la Vega ; C.P.C. comentado; Tomo I;

pág. 343). Asimismo, también cabe interpretar que la postura asumida implica un

reconocimiento de la prueba documental acompañada y que se le atribuye a la parte

(arg. art. 192 C .P.C.). En este marco de situación cabe analizar la prueba incorporada

por la accionante y determinar finalmente si le asiste razón respecto del reclamo

presentado en autos. 

II.- Debemos partir en primer término del mandato constitucional que surge del art.

17 que establece que “Todo autor o inventor es propietario exclusivo de su obra,

invento o descubrimiento, por el término que le acuerde la ley”. La norma

constitucional deja clara la jerarquía del derecho que reglamenta y que por ende es el

objeto de protección de la propiedad intelectual. Según cuál sea el tipo de obra que

cree el autor o el inventor, las creaciones pueden dividirse en dos categorías: a) La

propiedad industrial, que incluye las invenciones, patentes, marcas, dibujos y modelos

industriales e indicaciones geográficas de procedencia, y b) el derecho de autor, que

abarca las obras literarias y artísticas, tales como las novelas, los poemas y las obras de

teatro, las películas, las obras musicales, las obras de arte, tales como los dibujos,

pinturas, fotografías y esculturas, y los diseños arquitectónicos. 

Por debajo de la norma constitucional a la que hemos hecho referencia, a los fines de

la protección de los derechos intelectuales se aplica la ley 11.723, y el derecho común

(art. 12, ley 11.723), como así también, la Convención para la Protección de las Obras
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Literarias y Artísticas, de Berna 1886 (ratificada por ley 17.251); la Convención

Universal sobre Derechos de Autor, de Ginebra (ratificada por decreto-ley 12.088/57);

la Convención sobre Protección de Artistas Productores de Fonogramas (ley 23.921);

el Registro Internacional de Obras Audiovisuales (ley 24.039), y el Acuerdo sobre los

Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio,

ratificado por ley 24.425. 

En nuestro país, como ya se ha señalado, la propiedad intelectual se encuentra

regulada por la ley Nº 11.723, y su posterior modificación mediante ley 25.036 que

modifica los artículos 1º, 4º, 9º y 57º e incorpora el artículo 55 bis a la ley 11.723.

Dicho cuerpo legal, en su artículo 1° dispone que “A los efectos de la presente ley, las

obras científicas, literarias y artísticas comprenden los escritos de toda naturaleza y

extensión, entre ellos los programas de computación fuente y objeto; las

compilaciones de datos o de otros materiales; las obras dramáticas, composiciones

musicales, dramático-musicales; las cinematográficas, coreográficas y pantomímicas;

las obras de dibujo, pintura, escultura, arquitectura; modelos y obras de arte o

ciencia aplicadas al comercio o a la industria; los impresos, planos y mapas; los

plásticos, fotografías, grabados y fonogramas; en fin, toda producción científica,

literaria, artística o didáctica, sea cual fuere el procedimiento de reproducción. La

protección del derecho de autor abarcará la expresión de ideas, procedimientos,

métodos de operación y conceptos matemáticos pero no esas ideas, procedimientos,

métodos y conceptos en sí”. Por su parte, el artículo 2° reconoce que “El derecho de

propiedad de una obra científica, literaria o artística, comprende para su autor la

facultad de disponer de ella, de publicarla, de ejecutarla, de representarla, y

exponerla en público, de enajenarla, de traducirla, de adaptarla o de autorizar su

traducción y de reproducirla en cualquier forma.” A la luz de la ley 11.723, dicha

normativa tiene por objeto la protección de los derechos de autor, y aunque el art.
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1ero. solo contiene una enunciación (no taxativa) de las obras que reciben protección

legal, corresponde, en primer lugar, precisar que se conoce como obra intelectual a

toda expresión personal, original y novedosa de la inteligencia, resultado de la

actividad del espíritu, que tenga individualidad, que represente o signifique algo y que

sea una creación integral (CSJN, Fallos: 271-368); de manera que para que a una obra

se le otorgue el carácter de intelectual desde el punto de vista jurídico, es indispensable

que la misma sea original. En este marco, el derecho tiene como objeto fundamental la

obra intelectual, y como sujeto protegido a quien aparece como el autor de esa obra.

Asimismo, se ha precisado que se protege a la obra, prescindiendo de su extensión y

de su calidad, siempre y cuando su forma de expresión tenga un mínimo de

originalidad y novedad, “siempre que el trabajo implique un esfuerzo intelectual con

un mínimo de expresión del autor, ya sea en su contenido, en su plan de desarrollo, en

su presentación o en su recopilación, la obra es protegida por la ley 11.723” (Emery,

Miguel Ángel; Propiedad Intelectual ley 11.723- Comentada, anotada y concordada

con los tratados internacionales, 2ª edición; Ciudad Autónoma de Buenos Aires; Ed.

Astrea; 2019; pág. 34). 

Ahora bien, en el caso que se cuestione la originalidad de la obra, será en definitiva, la

apreciación judicial la que determine con el auxilio de expertos o peritos la existencia

de esa cualidad que califica el concepto de obra. 

Al respecto, la Cámara Nacional Civil, Sala M, ha precisado que “la originalidad no

requiere novedad temática sino que exprese ‘lo propio del autor’” (CNCiv, Sala M.,

9/3/11, ED, 243-639); en tanto que la CSJN señaló que “para recibir protección legal,

la obra debe ser expresión personal, original y novedosa de la inteligencia” (CSJN,

18/9/68, LL, 133-807). 

A riesgo de ser insistentes, en los casos donde se suscite conflicto, la originalidad está

reservada al criterio subjetivo del juez, el que contará para su formación con la
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contribución de la opinión de peritos y declaración de testigos. En el mismo sentido,

en el Convenio que establece la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual

(1967) no se define la propiedad intelectual pero en él figura una lista de objetos que

se prestan a la protección por conducto de los derechos de propiedad intelectual, a

saber: las obras literarias artísticas y científicas; las interpretaciones de los artistas

intérpretes y las ejecuciones de los artistas ejecutantes, los fonogramas y las emisiones

de radiodifusión; las invenciones en todos los campos de la actividad humana; los

descubrimientos científicos; los diseños industriales; las marcas de fábrica, de

comercio y de servicio y los nombres y denominaciones comerciales; la protección

contra la competencia desleal, y todos los demás derechos relativos a la actividad

intelectual en los terrenos industrial, científico, literario y artístico. En este orden de

ideas, la propiedad intelectual tiene que ver con las creaciones de la mente: las

invenciones, las obras literarias y artísticas, los símbolos, los nombres, las imágenes y

los dibujos y modelos utilizados en el comercio. 

En cuanto a la normativa aplicable, el art. 12 de la ley 11.723 reglamenta que: “la

propiedad intelectual se regirá por las disposiciones del derecho común, bajo las

condiciones y limitaciones establecidas en la presente ley”. Por su parte, el art. 963

del CCCN dispone: “Prelación normativa. Cuando concurren disposiciones de este

Código y de alguna ley especial, las normas se aplican con el siguiente orden de

prelación: a) normas indisponibles de la ley especial y de este Código; b) normas

particulares del contrato; c) normas supletorias de la ley especial; d) normas

supletorias de este Código.” Por lo que, de acuerdo a esta disposición se puede inferir

que en materia de derecho de autor la ley aplicable será la siguiente: a) Constitución

Nacional y los convenios internacionales sobre la materia de las que el país sea parte

(art. 31 CN); b) Las normas contenidas en la ley 11.723 y del CCCN (art. 963); c) Las

normas particulares de los contratos sobre derechos de autor; d) Las normas
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supletorias de la ley 11.723, tales como las leyes reglamentarias y complementarias en

materia autoral; e) normas supletorias del CCCN. 

El autor tiene facultades exclusivas, en primer lugar, de carácter personal destinadas a

la protección de su personalidad en relación con su obra, cuya finalidad es la de

garantizar intereses intelectuales, que constituyen el llamado derecho moral; y las de

carácter patrimonial concernientes a la explotación de la obra, que le permiten obtener

una remuneración cuando se utiliza su creación y constituyen el llamado derecho

patrimonial. En principio y por remisión del art. 12 de la ley 11.723 en materia de

daños o responsabilidad civil se aplicarían las normas del CCCN. Sin embargo, se

deben también aplicar y considerar los principios y temática propia del derecho

autoral. El art. 2, consagra en términos amplios los derechos exclusivos del autor,

conocidos como derechos patrimoniales; y en relación a los derechos morales, si bien

la ley 11.723 no encuentra un desarrollo orgánico, la regulación básica de los derechos

de la personalidad del autor está establecida en los art. 51 última parte y 52 de la ley

11.723.  

De este modo, resta verificar si en este caso concreto corresponde la aplicación de la

ley de Propiedad Intelectual, a los fines que nos expidamos acerca del reclamo

formulado. 

III.- En el caso bajo análisis, los accionantes reclaman al señor Tonut por la

utilización sin su autorización de un tipo específico de sillas de características

especiales para la instalación de un local gastronómico en esta ciudad. Los actores

Lucía Cerutti y Pablo Alejandro Gasparini sostienen que son los diseñadores y

creadores de tales sillas y para ello acompañan la constancia expedida por el Instituto

Nacional de Propiedad Industrial de la que surge que ambos accionantes están

registrados en el expediente Nro. EX-2021-01484243- APN-DNDA#MJ. Con fecha

28/01/2021 la Dirección Nacional de Derecho de Autor emitió constancia de depósito.
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Notificación del registro: RL-2021-07931370-APN-DNDA#MJ; de ello surge evidente

la inscripción registral ante el organismo oficial de la creación en cuestión, a nombre

de los accionantes. 

En autos se designó un perito diseñador industrial a los fines de analizar las sillas que

se encuentran en el local cuya titularidad se le atribuye al demandado Tonut. En tal

sentido, el perito informó que el día designado se constituyó en el local comercial sito

en calle Av. Arturo Umberto Illía 1165 de esta ciudad de Villa Carlos Paz y efectuó

una constatación e inspección ocular del local comercial. Asimismo, tomó numerosas

fotografías del lugar, y llevó adelante un relevamiento de la cantidad de sillas, de las

mismas características a las descriptas en la demanda, y concluyó que en el local

comercial había 35 sillas; aunque se expidió en el sentido de que no accedió a todas las

dependencias del local. 

Asimismo, el profesional efectuó una descripción clara y minuciosa de las sillas

diseñadas por los actores; tomó fotografías de dicho mobiliario en diferentes ángulos,

posiciones y distancias, concluyendo que: “Según el registro fotográfico realizado,

inspección ocular, análisis a detalle y cotejado de LA SILLA en el Local Comercial

mencionado en la Hoja N° 1 del Presente Informe Pericial con respecto a LA SILLA

CATETO#3 demandada por la parte Autora. En la cual se puede distinguir el Diseño

de Autor como se mencionó técnicamente en la hoja N°10 del presente informe por la

identidad del diseño que se diferencia de otra silla por: el triángulo que conforma el

distintivo rasgo de LAS SILLAS “CATETO”, en los laterales traseros de la silla donde

se combinan patas traseras, respaldo y asiento; en este caso combinados a su vez con

una estructura metálica que prescinde de travesaños inferiores; acentuando ese

diseño por los colores y terminaciones que distinguen en particular a LA SILLA

CATETO#3. Es por eso que se determina que existe lesión a la propiedad intelectual”. 

El análisis descriptivo que realiza en forma minuciosa el perito respecto de las sillas

Expediente SAC 10996484  -  Pág. 10 / 22  -  Nº Res. 188



creadas por los actores, que se condicen en forma idéntica con las existentes en el

local, me llevan al convencimiento de que ha existido una confección o fabricación;

como así también la utilización por parte del demandado Tonut respecto de las sillas

ideadas por Cerutti y Gasparini.  

Respecto de las pericias judiciales “la sana crítica aconseja (frente a la imposibilidad

de oponer argumentos científicos de mayor peso) aceptar las conclusiones del perito,

no pudiendo el sentenciante apartarse arbitrariamente de la opinión fundada del

perito idóneo; extremo que le estará permitido si se basa en argumentos objetivos que

demuestren que la opinión del experto se encuentra reñida con principios lógicos y

máximas de experiencia, o que existan en el proceso elementos probatorios de mayor

eficacia para provocar convicción sobre los hechos controvertidos.” (CNCom B,

30.9.04, Gráfica Valero SA s/ Conc. Prev. s/ Verificación por González, Oscar; íd. en

igual sentido: “Luvelo y Cía. SA c/ Excel SA s/ ord.”). 

En autos se ha acreditado en forma contundente, no solo la inscripción del diseño de la

denominada Silla Cateto en el Instituto Nacional de Propiedad Industrial, sino

también, los premios obtenidos por sus creadores, las gestiones realizadas a través del

Ministerio de Relaciones Exteriores para el traslado de las sillas, las recomendaciones

efectuadas por la Cámara de la Madera Mueble y Equipamiento de Córdoba; de lo que

surge evidente la legitimación activa de quienes demandan.  

Por otro costado, la legitimación pasiva respecto del demandado Cristian Javier Tonut

se acredita de diferentes maneras. En primer término, del acta de constatación notarial

llevada a cabo por el Esc. Arturo Guardia Penfold de fecha 13/01/2021 de la que surge

que el notario se constituyó en el local sito en Av. Umberto Illía 1165 de esta ciudad y

en la que se constató que el titular comercial del local es el señor Cristian Javier

Tonut; como asimismo la existencia de las sillas cuyos diseños son propiedad de los

actores. Asimismo, se acompañó con la demanda un tiquete de compra de fecha
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25/12/2020 en el que consta que el señor Tonut es el titular del local comercial

denominado Pizza Popular sito en la dirección mencionada. 

En oportunidad de la audiencia complementaria, prestó declaración como testigo la

Sra. Ana Díaz, de profesión arquitecta, quien manifestó que ha realizado tareas de

diseño para los locales comerciales de las franquicias de Pizza Popular. La testigo

recordó que los actores tuvieron una gran actuación en una feria en Italia, cree que en

Milán, y que las sillas creadas por ellos eran mostradas en la facultad. Que era una

silla muy minimalista, que también se hacían en madera, pero que desde el estudio de

arquitectura recomendaban de chapa para los locales comerciales de Pizza Popular. La

testigo dijo que no participó en la instalación de las franquicias de Carlos Paz, ni de

Jesús María, pero sabe que hubo un conflicto porque se enteró que el franquiciado no

había encargado las sillas a los actores. La testigo Díaz manifestó que cuando se

instalaba una franquicia, ellas diseñaban el local y le recomendaban al franquiciado

qué tipo de mobiliario y de estética debía tener el local. Que el franquiciado se

encargaba de comprar los muebles, pero desde el estudio le indicaban en dónde debía

hacerlo. Ante una pregunta del suscripto, dijo que era una recomendación que se hacía

en nombre de la franquicia, pero no una condición indispensable. Los dueños daban

los lineamientos generales, para que todos los locales sean similares. Asimismo,

explicó que la relación profesional de la testigo era con el franquiciado, que era quien

le abonaba sus honorarios. 

Luego declaró la señora María Laura Tarantelli, dijo que lo conoció al demandado

para ver algunos locales con motivo de la pizzería, pero no tuvo más contacto. La

testigo, también arquitecta, manifestó que estaba a cargo del diseño de las pizzerías,

que tomaban contacto con el franquiciado y diseñaban el local. Que con los actores

tenían vínculo por el mobiliario que les encargaban para las pizzerías. Que era un

producto que no estaba en el mercado, por eso coordinaban directamente con los
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actores, hacían el encargo y los actores se encargaban de producirlas. 

La testigo dijo que se enteró del conflicto entre los actores y el demandado cuando vio

en las redes sociales la apertura de un nuevo local y observó que estaban las sillas. Que

con motivo de ello, la contactó a la actora para comentarle que había visto la

publicación y ahí se enteró que no había habido acuerdo con el demandado. Que la

indicación en general la utilización de las sillas Cateto, pero en algún caso se admitió

la posibilidad de utilizar otro tipo de sillas, en casos en que se trataba de un nuevo

emprendimiento gastronómico en un local en el que antes había existido otro. Pero

eran casos excepcionales. Que lo conoció a Tonut antes de abrir la pizzería en Carlos

Paz, que vieron algunos locales, acá y otro en Jesús María. Que tuvieron algunas

reuniones, pero nunca más lo vio. 

IV.- En este punto debemos mencionar que el derecho de propiedad intelectual se

origina a partir de la existencia de una “creación”, ya sea personal de un autor

individual o fruto de los aportes de un equipo de creadores en una obra colectiva; así

resulta original toda creación que no sea la simple reproducción de una obra

preexistente. Por lo tanto, no habrá originalidad cuando la “labor intelectual” se limite

a una reproducción servil o mecánica de una obra preexistente o cuando el resultado

de dicha labor intelectual se encuentre condicionado por la investigación que

determina un resultado sin alternativa posible, como en los casos de ciertas obras

técnicas, programas de ordenador o base de datos, donde no puede existir dicotomía

entre la idea y su forma de expresión (Emery, Propiedad Intelectual; Ed. Astrea; pág.

20, Bs. As., 2003). 

La originalidad es cuestión de hecho librada a la prudente apreciación judicial; la que

se dilucida con el aporte de peritos y especialistas; aunque como ese evidente, en el

caso de autos no es una cuestión que se deba debatir.  

Se ha sostenido que “la Ley de Propiedad Intelectual no define qué debe entenderse
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por obra o producción científica, literaria o artística, ni establece los requisitos que

debe reunir para que sea considerada tal y merecer la protección legal. Sin embargo,

el art. 1º tiene un contenido suficientemente genérico, no taxativo, que permite incluir

toda creación del intelecto que sea original y novedosa (Satanowsky, Isidro, “Derecho

intelectual”, t. I, p. 153, n. 104 y ss.; Romero, Argentino O., “Propiedad intelectual”,

p. 3543 y ss., n. 10 y ss; Peña Guzmán, Luis A., t. II, p. 869, n. 822, p. 372, n. 835 II;

C. Nac. Civ., sala F, 14/10/1991, citados en fallo publicado en LL 1992- B-475, in re

“Pepe, Daniel H.v. Editorial Atlántida S.A.”). Entre ellas se cita, además de las obras

artísticas, a las coreográficas, de dibujo, pintura, escultura, arquitectura; modelos y

obras de arte o ciencia aplicadas al comercio o a la industria; etc. Y termina

aclarando que la protección del derecho de autor abarcará la expresión de las ideas,

pero no las ideas mismas. Desde otro ángulo, como se ha señalado, a los fines de la

protección legal no tiene relevancia el mérito de la obra, su valor cultural o artístico,

ni que esté destinada a un fin cultural o a un fin utilitario, como sucede con los

programas de computación, las obras de publicidad, los libros de cocina, etc”.

(Villalba y Lipszyc; El derecho de autor en la Argentina; 2001; Ed. La Ley; ap. 2.9;

pág. 26). 

Ahora bien, “sí es necesario, en cambio, que presenten las características de

originalidad (o individualidad) que, como señalan los mismos autores, reside en la

expresión, es decir, en la forma representativa, creativa e individualizada de la obra,

aun cuando la creación y la individualidad sean mínimas. También se ha dicho que

para que exista originalidad en la obra es suficiente que medie aporte personal del

espíritu, de carácter intelectual, “que distinga a lo creado de los elementos o ideas

que se conocían que se utilizan combinándolas en un modo distinto” (C. Nac. Civ.,

sala F, 17/12/1987), que revele la impronta de su personalidad, sin que importe que se

utilicen elementos existentes. Se trata, pues, de una cuestión de hecho, librada a la
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apreciación judicial” (CNCiv., sala E, 25.6.2004, en “Santander de Santamaría,

Cristina v. López Gutiérrez, Benilde y otros”, SJA 13/10/2004; JA 2004-IV-542; TR

LALEY 20042820). 

La accionada no ha cuestionado la ausencia de originalidad de la obra cuya propiedad

ha sido concretamente invocada. En rigor de verdad el señor Tonut no ha cuestionado

absolutamente nada; es tal el desprecio por el derecho real de dominio de los actores,

que nunca contestó los reclamos, no concurrió al proceso de mediación al cual fue

invitado; tampoco compareció al presente proceso y mucho menos aun contestó la

demanda. De todo ello no puede inferirse menos que un reconocimiento tácito de los

extremos vertidos por los actores en su escrito de demanda. Sin perjuicio de ello, surge

evidente el accionar antijurídico del demandado al reproducir una obra registrada, sin

la autorización expresa de sus creadores. De los elementos de prueba aportados en la

causa, es obvio que el demandado tenía claro que los creadores de la obra eran Cerutti

y Gasparini y que eran ellos quienes debían construir las sillas; o en su caso obtener

una autorización de estos.  

Establecidos estos puntos, resulta evidente que cualquier derecho patrimonial que

pudiera derivarse de haber utilizado la obra sin el consentimiento de los actores, debe

ser resarcido. 

V.- En este punto de la resolución analizamos los rubros reclamados por los actores en

concepto del daño producido por el accionar antijurídico del demandado. En tal

sentido reclaman derecho moral de paternidad de la obra ($ 76.725); daño

extrapatrimonial o daño moral ($ 340.000) equivalentes al precio de 2 pasajes a Milan

(Italia) al momento de producción del daño; y daño emergente ($ 409.200) 

Por una cuestión metodológica, analizaremos en primer lugar el daño emergente; a

continuación el daño moral y finalmente el derecho de paternidad.  

V.- a.- Daño emergente: surge de la constatación de fecha 13/01/2021 que en el local
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comercial había 93 sillas (ver 34 + 36 + 33) en diferentes dependencias del local

comercial de Tonut. 

Ahora bien, del informe pericial llevado a cabo en autos surge que el valor de

confección de las sillas (cuando supera las 50 unidades) asciende a la suma de $

77.000, en tanto que para determinar el valor de mercado el perito multiplica por 3 la

suma mencionada (lo que no implica de ninguna manera que este aumento del valor

sea ganancia pura) lo que totaliza la suma de $ 231.000 cada silla, en el mercado. 

En el rubro indemnizatorio bajo análisis, los actores reclaman la suma de dinero que

dejaron de ganar por no habérseles encargado la confección de las sillas; en tal sentido

los accionantes establecen que del valor de comercialización de cada silla, que el

perito ha fijado en $ 231.000, la rentabilidad aproximada es del 40%. 

Entonces, si tenemos que el valor comercial de cada silla es de $ 231.000; de ello

surge que Gasparini y Cerutti se vieron privados de ganar la suma de $ 92.400 por

cada silla. De ello se colige que, si a la ganancia perdida por cada silla la

multiplicamos por las 93 unidades, conforme constatación notarial de enero de 2021,

tenemos que a valores de la fecha de la pericia los accionantes perdieron una ganancia

de Pesos ocho millones quinientos noventa y tres mil doscientos ($ 8.593.200). En

consecuencia el presente rubro prospera por la suma mencionada. Dicha suma

devengará intereses conforme los coeficientes que infra se determinan desde el día

24/07/2024 (fecha de presentación de la pericia). 

V.- b.- Daño Moral. Los actores indudablemente han sufrido un daño de índole moral,

en razón del sufrimiento y lesión a su sensibilidad creadora, cuya existencia se infiere

por la propia índole de la reproducción del sistema.  

A fin de cuantificar el daño moral, debe efectuarse una razonable ponderación de las

circunstancias de la infracción, la gravedad de la lesión, el grado de difusión ilícita de

la obra, así como la indefensión del titular para custodiar el objeto de su derecho,
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como consecuencia de la inmaterialidad de la obra que impide su custodia física por su

dueño y a los medios tecnológicos que facilitan su apropiación, de modo que los

titulares queden adecuadamente compensados y constituya un medio disuasivo eficaz

con respecto al infractor. Caso contrario, resultará más conveniente transgredir el

derecho de autor que respetarlo, ya que con el accionar descripto se han evitado los

gastos y el riesgo empresario, tornando más lucrativo y fácil el negocio (Carlos

Alberto Villalba, V Congreso Internacional sobre la Protección de los Derechos

Intelectuales, Buenos Aires, Argentina, 1990. Daños. Cómo evaluar el resarcimiento

por la utilización no autorizada de las obras ..., pág. 313 y sgtes.). 

A idénticos fines, corresponde también merituar, el tipo de obra, su característica

sumamente entrañable para sus creadores, sus condiciones personales, que por su

edad, su situación económica, su dedicación exclusiva a la profesión, la innegable

repercusión del hecho violador traducida por la sustitución de su creación, la calidad

de la obra plagiada y su trayectoria vital invadida (Brebbia, Roberto; La lesión del

patrimonio moral. Derecho de daños; pág. 240, Ed. La Rocca, 1989). 

Sabido es que el daño moral es definido como “una modificación disvaliosa del

espíritu en el desenvolvimiento de su capacidad de entender, querer o sentir, que se

traduce en un modo de estar de la persona diferente de aquél en que se encontraba

antes del hecho, como consecuencia de éste y anímicamente perjudicial” (ZAVALA

de GONZÁLEZ, Matilde; Daños a las Personas; tomo 2, pág. 49). A los fines de la

fijación del quantum, debe tenerse en cuenta el carácter resarcitorio de este rubro, la

índole del hecho generador de la responsabilidad y la entidad del sufrimiento causado,

que no tiene necesariamente que guardar relación con el daño material, pues no se trata

de un daño accesorio a éste (Fallos: 316:2894; 321:1117; 325:1156; 9/11 326:820 y

847;330:563y332:2159, CSJN 341.XXXVI “Migoya Carlos Alberto c. Provincia de

Buenos Aires y otros. s/ daños y perjuicios”). 
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Los accionantes han establecido una suma de dinero y en el marco del art. 1741 CCCN

lo han cuantificado como 2 viajes a la ciudad de Milán, Italia; mas no han acompañado

elemento de prueba que determine el valor real de la prestación que solicitan. En este

orden de ideas, y entendiendo que el monto resulta adecuado al daño padecido,

corresponde hacer lugar a la condena por la suma reclamada de $ 340.000, con más

intereses desde la fecha solicitada, 13/01/2021. 

V.- c.- Derecho moral de paternidad de la obra. Hemos visto más arriba que el

perito diseñador industrial designado de oficio, ha establecido la originalidad de la

obra debidamente registrada por los actores; y por ende que ha habido lesión

patrimonial por la utilización de la obra. 

Respecto de este rubro, los actores exponen en su alegato, a través de su letrado, que

este reclamo se refiere al derecho a ser considerado autor de la obra; derecho que ha

sido violado a raíz de la infracción cometida por el demandado.  

En términos sencillos se define este concepto como: El derecho moral de paternidad de

la obra es uno de los derechos morales del autor reconocidos en la Ley de Propiedad

Intelectual argentina (ley 11.723) y se refiere al derecho del autor a ser reconocido

como creador de su obra. Este derecho se traduce en la facultad de exigir que su

nombre sea asociado a la obra cada vez que se la publique o utilice, y también le

otorga al autor la capacidad de oponerse a cualquier modificación, mutilación, o

deformación que pueda dañar su integridad o reputación. La Corte Suprema de Justicia

de la Nación ha establecido que la autoría es un derecho personalísimo que no

prescribe y que permite a los autores reclamar reconocimiento incluso muchos años

después de la publicación original. 

El derecho moral tiene por objeto defender la personalidad del autor de la obra de las

posibles lesiones a su capacidad o calidad creadora; es un derecho de la personalidad

del creador inalienable e irrenunciable en relación a su obra. Nace como derecho
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subjetivo en cabeza exclusiva del autor con varios de los caracteres de los derechos de

aquélla y se funda en el principio de que la personalidad humana es intangible y trata

de evitar que se perjudique, en lo esencial, los intereses personales o artísticos del

autor. La jurisprudencia ha sostenido que “En otros términos, designa el conjunto de

facultades destinadas a la protección de la personalidad del autor de una obra de las

posibles lesiones a su capacidad o calidad creadora, y está integrado, entre otros, por

el derecho a exigir que se respete su paternidad intelectual y la integridad de su obra,

que en Francia, se denomina genéricamente “derecho al respeto”: al nombre del

autor, a su calidad de tal y a su obra. En razón de ello, cuando, como sucede en el sub

examine, ese derecho es lesionado, se le causa un agravio moral que debe ser

resarcido. La existencia del daño resulta del solo hecho de la reproducción indebida o

del plagio, pues el perjuicio surge de la sustracción y uso de la obra intelectual ajena

(Satanowsky, ob. cit., t. II, p. 181/182, N° 467).” (CNac. Com. Sala A; 05/02/1996 en

“Fioravanti, Roberto B. c/ Techint y Cía. Técnica Internacional SA”).  

Así las cosas, debemos entender que la violación del derecho moral genera por el solo

hecho de la transgresión una reparación económica independiente de la reparación que

corresponde por la lesión de los derechos económicos del autor, ya que con el accionar

descripto se han evitado los gastos y el riesgo empresario, tornando más lucrativo y

fácil el negocio. 

Los actores reclaman por el rubro, la suma de $ 76.725 en concepto del 7,5% del valor

total de las 93 sillas relevadas en la constatación de enero de 2021 cuyo valor total lo

estiman en la suma de $ 1.023.000. 

Los accionantes no exponen por qué motivo efectúan ese cálculo; y si bien el

demandado no ha cuestionado ni un ápice de la demanda, lo real y cierto es que el

número final que arroja resulta a criterio del suscripto un tanto elevado. En este orden

de ideas, entendemos ajustado a derecho fijar la indemnización por derecho moral de
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paternidad en el 5% del valor total de mercado de las 93 unidades adulteradas.

Entonces si multiplicamos el valor de mercado de las sillas $ 231.000 por las 93

unidades, tenemos un monto total de $ 21.483.000 y si a esa suma le aplicamos el 5%

nos arroja una indemnización de Pesos un millón setenta y cuatro mil ciento cincuenta

($ 1.074.150); lo que así se decide. Dicha suma también devengará intereses desde la

fecha de presentación de la pericia (24/07/2024) hasta el día de su efectivo pago. Así

me expido. 

VI.- En consecuencia, corresponde hacer lugar a la demanda promovida por la Sra.

Lucía Cerutti y el señor Pablo Alejandro Gasparini en contra de Cristian Javier Tonut

y en consecuencia condenar a éste a abonar a los actores la suma de Pesos diez

millones siete mil trescientos cincuenta ($ 10.007.350) en concepto de: $ 8.593.200

daño emergente; $ 340.000 daño moral; y $ 1.074.150 derecho moral de paternidad;

con más los intereses que infra se determinan. 

Cabe manifestar que se ha aplicado jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de

la Nación en virtud de la cual los jueces no están obligados a ponderar una a una y

exhaustivamente todas las constancias de la causa, sino sólo aquellas que estimen

conducentes para fundar sus conclusiones (Fallos 311:571), y para la correcta solución

del litigio (311:571), y tampoco están obligados a tratar todas las cuestiones

propuestas por las partes ni a analizar los argumentos que a su juicio no sean decisivos

(301:970 y 31:1191). 

VII.- Intereses. Con la finalidad de mantener incólume el contenido económico de la

condena, se establece, sobre los montos ya determinados, un interés que adicione el

2% nominal mensual a la tasa de interés pasiva promedio publicada diariamente por el

Banco Central de la República Argentina, desde la fecha de la constatación

(13/01/2021 para el rubro daño moral); hasta el día 31/12/2022. A partir del día

01/01/2023 se debe adicionar a la Tasa Pasiva un interés mensual del 3%, hasta el día
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de su efectivo pago, todo ello conforme a la doctrina sentada por el Excmo. Tribunal

Superior de Justicia en autos “Seren”. Los intereses de los rubros daño emergente y

derecho moral de paternidad se determinan desde la fecha de presentación de la

pericia.  

VIII.- Costas: Atento al resultado arribado en el presente y lo dispuesto por el art. 130

del C.P.C., inspirado en el principio objetivo de la derrota las costas se imponen al

demandado Cristian Javier Tonut.  

IX.- La regulación de honorarios se practica en forma definitiva teniendo en cuenta el

valor de condena que actualizado al día de la fecha conforme a los intereses

mencionados supra asciende a la suma de $ 13.748.805 y se determinan en el punto

medio de la escala del art. 36 de la ley 9459, que se debe encuadrar en el inc. a) del

artículo mencionado y equivale al 22,5%, todo ello en razón de la gestión profesional

llevada adelante por el letrado, el éxito obtenido y la demora del proceso (arg. Art. 39

C.A.). En consecuencia, la regulación del letrado de los accionantes asciende a la suma

de Pesos tres millones noventa y tres mil cuatrocientos ochenta y uno con doce

centavos ($ 3.093.481,12) a los que corresponde adicionar lo dispuesto por el art. 104

inc. 5 del C.A. 

Asimismo, corresponde regular honorarios al perito diseñador industrial oficial,

Nicolás Emanuel Puyó Vonka los que se fijan en la cantidad de 15 Jus (art. 49 de la

Ley 9459); siendo los mismos a cargo de la parte demandada.  

Los emolumentos profesionales devengarán un interés nominal mensual del 3% (con

más la tasa pasiva que publica el BCRA). 

Por todo ello,  

RESUELVO:  

I.- Hacer lugar a la demanda promovida por la Sra. Lucía Cerutti y el señor Pablo

Alejandro Gasparini en contra de Cristian Javier Tonut y en consecuencia condenar a
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éste a abonar a los actores la suma de Pesos diez millones siete mil trescientos

cincuenta ($ 10.007.350) en concepto de: $ 8.593.200 daño emergente; $ 340.000 daño

moral; y $ 1.074.150 derecho moral de paternidad; con más los intereses que infra se

determinan. 

II.- Regular los honorarios profesionales del Dr. Ignacio Arrigoni en la suma de Pesos

tres millones noventa y tres mil cuatrocientos ochenta y uno con doce centavos ($

3.093.481,12), con más la suma de Pesos ochenta y siete mil doscientos doce con

treinta y siete centavos ($ 87.212,37) -3 Jus- art. 104, inc. 5to, ley 9459; con más IVA

en caso de corresponder. 

III.- Regular los honorarios profesionales del Perito oficial Diseñador Industrial

Nicolás Emanuel Puyó Vonka en la suma de Pesos cuatrocientos treinta y seis mil

sesenta y uno con ochenta y cinco centavos ($ 436.061,85) -15 Jus- e IVA si

correspondiere según su condición tributaria. 

Protocolícese, hágase saber y dese copia.  

 

 

Texto Firmado digitalmente por:
OLCESE Andres
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